
A C U E R D O 
 En la ciudad de La Plata, a 9 de mayo de 

2012, habiéndose establecido, de conformidad con lo 
dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el 
siguiente orden de votación: doctores Negri, Genoud, Soria, 
Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de 
Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia 
definitiva en la causa C. 108.673, "Savid, Federico 
Guillermo y otra contra Trotta, Pedro Enrique. Daños y 
perjuicios". 

A N T E C E D E N T E S 
 La Sala II de la Cámara de Apelación en lo 

Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro 
confirmó la sentencia de primera instancia en cuanto 
resolviera rechazar la demanda (fs. 1068/1079 vta.). 

 Se interpuso, por la parte actora, recurso 
extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 1087/1099 
vta.). 

 Dictada la providencia de autos y 
encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, 
la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente 

C U E S T I Ó N 
 ¿Es fundado el recurso extraordinario de 

inaplicabilidad de ley? 
V O T A C I Ó N 



 A la cuestión planteada, el señor Juez 
doctor Negri dijo: 

 I. La Sala II de la Cámara de Apelación en 
lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San 
Isidro resolvió confirmar la decisión de la instancia 
anterior que rechazara la demanda iniciada por Federico 
Guillermo Savid y María del Milagro Palau contra Pedro 
Enrique Trotta (fs. 1068/1079 vta.). 

 a. La pretensión se promovió a raíz de los 
daños y perjuicios sufridos en virtud de la mala praxis 
profesional en que habría incurrido el abogado demandado en 
la promoción, tramitación y ejecución de un pleito anterior 
iniciado por los actores contra el arquitecto Carlos 
Eduardo Alemán. Allí se reclamaba en razón de los defectos 
que presentara el inmueble edificado bajo la dirección del 
mencionado profesional.  

 En suma, se le reprocha al letrado: (i) 
haber omitido demandar a las empresas que fabricaban y 
distribuían los ladrillos con los que se realizó la 
construcción -quienes sólo fueron citadas como terceros por 
el accionado-; (ii) no haberse agraviado del fallo dictado 
en primera instancia que no incluyó a las firmas en la 
condena y (iii) no haber impulsado el trámite de ejecución 
de la sentencia contra el condenado ni requerido las 
medidas asegurativas necesarias, permitiendo que éste se 



insolventara (fs. 426/429). 
 b. Llega indiscutido a esta sede que el 

doctor Pedro Enrique Trotta actuó en carácter de 
patrocinante de los aquí reclamantes en el juicio sobre 
daños y perjuicios que sustanciaran contra el arquitecto 
Alemán. Que aquel entuerto concluyó con la condena del 
constructor, determinándose que la sentencia dictada en 
primera instancia, luego confirmada por la alzada, afectaba 
a las empresas citadas como terceros "Concreto Celular 
S.A." y "Cemento San Martín S.A." (fabricante y 
distribuidora de los ladrillos "ladricón" con los cuales se 
edificó la casa), sólo en los términos del art. 96 del 
Código Procesal Civil y Comercial (fs. 194/203, 254/259). 

 c. Dentro de dicho marco fáctico el tribunal 
a quo, atendiendo a las pruebas obrantes en autos, 
consideró, por un lado, que no correspondía formular 
reproche alguno al obrar profesional del abogado demandado, 
en lo concerniente a la promoción y tramitación del juicio 
y, por el otro, que no se había probado el daño causado. 

 En concreto, luego de interpretar el escrito 
de demanda que diera inicio a los autos "Savid, Federico 
Guillermo y otra contra Alemán, Carlos Ricardo. Daños y 
perjuicios", confeccionado por el letrado accionado, estimó 
la Cámara que se evidenciaba que existían dudas acerca de 
si había una única causa de la ruina del inmueble. Pues, 



según surgía de esa presentación, ésta podría atribuirse a 
vicios de la construcción, del suelo o de la mala calidad 
de los elementos usados. Por tal motivo, consideró que 
podía encontrarse en ese aspecto la razón de la estrategia 
escogida por el abogado de dejar fuera de la pretensión 
formulada al fabricante de uno de los materiales empleados 
en la construcción, por cuanto de demostrarse que el 
"ladricón" fue mal utilizado o asentado sobre terreno para 
el que no era apto, podía sucumbir el reclamo, debiendo 
correr con las costas respectivas (fs. 1071/vta.). 
Circunstancia que corrobora -agregó- el ofrecimiento 
probatorio concretado en aquel escrito, que no se refirió 
solamente a la deficiente calidad de los ladrillos, sino 
que procuró indagar acerca de posibles vicios en la 
edificación (fs. cit.). 

 En tales condiciones juzgó que si se 
analizaba la cuestión desde un razonable marco de lógica 
jurídica, que se retrotraiga al momento del planteo de 
aquella demanda, no podía imputársele al accionado error en 
la táctica procesal desplegada. Pues no era absolutamente 
claro que sólo resultaba responsable, por los perjuicios 
provocados, el fabricante de los elementos considerados 
defectuosos; resultando entonces, una estrategia segura la 
de no enderezar la acción más que contra el arquitecto, en 
los términos del art. 1646 del Código Civil. Ello en razón 



de ser quien escogió los materiales y dirigió la obra; 
siendo esperable, en consecuencia, que citara a su vez como 
terceros al productor de aquellos elementos, como 
finalmente ocurrió (fs. 1073). 

 Asimismo juzgó que no era de recibo la 
imputación efectuada respecto de la eventual 
responsabilidad profesional, que acarrearía el hecho de no 
haber cuestionado el alcance dado en la sentencia de 
primera instancia (recaída en aquel proceso) a las empresas 
citadas como terceros -en los términos del art. 96, Código 
Procesal Civil y Comercial-, si se apreciaba que la 
resolución adoptada en ese sentido fue consecuencia de una 
decisión anterior firme tomada en la etapa postulatoria del 
pleito en ocasión de resolverse sobre tal citación. Devenía 
innecesario cuestionar esa parcela del pronunciamiento (fs. 
1073/1074). 

 Entendió además que resultaba claro que no 
se encontraba comprobado el daño causado, que en el caso se 
hallaba configurado por una pretendida pérdida de chance. 
Ello así toda vez que, si bien se alegó que la condena no 
podría ser satisfecha, no se demostró concretamente en la 
especie la imposibilidad de ejecutar bienes del arquitecto 
demandado, suficientes para satisfacer el interés de los 
actores (fs. 1075/1076). 

 Destacó además que las demoras en iniciar la 



ejecución de la sentencia no eran atribuibles sin más al 
letrado patrocinante, si no se acreditaba que la parte 
mantenía contacto con el profesional y urgía a éste la 
acción, extremo que no había sido abastecido en el caso 
(fs. 1076). 

 Por otra parte, dando respuesta a los 
agravios de los actores según las cuales insistían en que 
el doctor Trotta podría haber demandado al fabricante, 
alegando la situación de consumidores de los mismos o en 
virtud de la relación habida entre las firmas y el 
arquitecto -en función de los vicios redhibitorios que 
presentaba la construcción-, determinó que tampoco les 
asistía razón en sus argumentos. Así es que ponderó que al 
momento de deducirse la pretensión -que finalmente se 
dirigió sólo contra el constructor- los plazos de caducidad 
de la garantía y prescripción de la acción estaban 
vencidos, con arreglo a lo estatuido por los arts. 11 de la 
ley 24.240 y 4041 del Código Civil. Aún lo estaban -añadió- 
de aplicarse el art. 473 del Código de Comercio, que prevé 
un plazo de 6 meses para formular el reclamo (fs. 
1076/1077). Y si por vía hipotética, concluyó, se estimara 
aplicable al caso el término decenal comprendido en el art. 
4023 del digesto civil, de todas maneras no podría alegarse 
daño si pudiendo demandarse al productor de los ladrillos 
con base en el contrato, caprichosamente se elige como 



legitimado pasivo al letrado que antes los patrocinara (fs. 
1077/vta.). 

 Volviendo sobre conceptos vertidos en torno 
a la falta de acreditación del daño, juzgó finalmente que 
los actores lejos estuvieron de explicar por qué 
consideraban agotada la posibilidad de ejecución contra el 
constructor. Lo que llevaba a concluir que no se habían 
acreditado los presuntos perjuicios ocasionados en el 
patrimonio de los reclamantes por la conducta negligente de 
quien fuera su letrado, tan siquiera bajo la forma de una 
chance perdida, que genere menoscabos a valores económicos 
o a derechos inherentes a la personalidad (fs. 1078). 
Tampoco se demostró la imposibilidad de promover acciones 
resarcito-rias contra el fabricante, al momento de deducir 
la pretensión aquí entablada (fs. 1078 vta.). 

 II. Esta decisión resulta impugnada por el 
letrado apoderado de los actores mediante el recurso 
extraordinario de inaplicabilidad de ley obrante a fs. 
1087/1099 vta., en el que denuncia la violación de los 
arts. 512, 902, 909 y 2174 del Código Civil; de las 
disposiciones de la ley 24.240 y la omisión de cuestión 
esencial (fs. 1088). Alega, además, la concurrencia de 
absurdo en la apreciación de la prueba (fs. 1088/vta. y 
1089 vta.). Por último hace reserva del caso federal (fs. 
1099 vta.). 



 a. Entiende que de acuerdo a las constancias 
de la causa -que tilda valoradas arbitrariamente por la 
Cámara- resulta incorrecto sostener que no puede imputarse 
al demandado equívoco en la estrategia utilizada en el 
proceso respecto de quienes resultaban legitimados pasivos, 
en función de una supuesta duda sobre la exclusiva 
responsabilidad por los daños que presentaba la cosa; pues 
conforme lo que emerge del propio escrito de demanda 
confeccionado por el accionado, de los medios de 
acreditación ofrecidos en ese escrito y de la prueba de 
confesión brindada en estas actuaciones, se encuentra 
demostrado que nunca consideró que Alemán haya sido 
únicamente el responsable por los perjuicios experimentados 
por los accionantes (fs. 1090 vta.). 

 Pero sí consideró y allí radica su 
negligencia -agrega-, que el arquitecto era el único sujeto 
que podía ser demandado, cuando por el contrario tenía 
sobradas constancias y pruebas técnicas que a priori 
arrojaban certeza sobre los hechos, al menos como para 
incluir en la pretensión al fabricante y distribuidor del 
material causante del daño (fs. 1090 vta./1091 vta.). 

 Por otra parte, alega que la responsabilidad 
del letrado es aún mayor si se advierte que tuvo 
oportunidades adicionales para traer a las empresas 
involucradas a juicio en carácter de demandadas y todas 



fueron sistemáticamente rechazadas por su consejo (fs. 1092 
vta.). 

 Destaca asimismo que, incluso, ni siquiera 
se agravió de la decisión recaída en primera instancia de 
no incluir a las firmas en la condena, cuando dicha 
postura, a juicio del quejoso, resultaría contraria a la 
doctrina legal de la Corte que dijo conocer en oportunidad 
de absolver posiciones (fs. 1093/1094 vta.). 

 b. Luego alega absurdo valorativo al 
decisorio por señalar que no existe responsabilidad 
profesional en razón de no haberse acreditado el daño 
causado, cuando éste es tan evidente y notorio que no 
requiere prueba (fs. 1095). 

 Aprecia en este sentido que el menoscabo 
producido surge manifiesto de aquella causa, de las 
probanzas arrimadas, fue concretamente explicitado al 
deducir la pretensión y no merecía prueba o aclaración 
adicional, ya que teniendo amplio sustente fáctico y 
jurídico su estrategia consistió en accionar sólo contra 
uno de los responsables, cuando pudo haber obtenido una 
sentencia solidaria respecto de tres personas, lo que 
demuestra la pérdida de chance de ejecutar contra todos los 
causantes del hecho dañoso (fs. 1095). 

 De tener tres responsables solidarios -
reitera- se pasó a tener uno solo e insolvente, ya que el 



arquitecto Alemán no cuenta con liquidez suficiente para 
afrontar el pago de la condena, debiendo ejecutarse bienes 
que a todas luces son insuficientes para cubrir el crédito 
(fs. 1095 vta.). 

 En la misma línea argumentativa afirma que 
resulta irrefutable y por tanto no merece prueba, que las 
perspectivas de cobro se hubieran acrecentado considerable-
mente si se tenía por condenado directo a "Concreto Celular 
S.A." y "Cemento San Martín S.A.", cuya solvencia patri-
monial ha sido comprobada en autos (fs. 1096). 

 c. A continuación estima que el a quo 
incurre en error al considerar que las empresas productoras 
y distribuidoras de los ladrillos no podían ser demandadas 
en los términos de la ley 24.240 de defensa del consumidor, 
en razón de haber transcurrido los tres meses a los que 
hace alusión el art. 11 de la referida disposición legal 
(para accionar en relación a la garantía de cosas muebles 
de consumo durable). En tanto dicha norma -apunta- no se 
encontraba vigente ni al momento de sucederse los hechos ni 
al deducirse la pretensión, debiendo por tal motivo 
juzgarse la cuestión de acuerdo a lo previsto en el art. 50 
de la ley, que prevé un plazo de 3 años para ejercitar las 
acciones y sanciones que de aquel dispositivo legal emergen 
(fs. 1096 vta./1097). 

 Pone de relieve que, eventualmente, de 



estimarse que podía demandárselas por vía contractual, el 
plazo de prescripción de tres meses regulado por el art. 
4041 del Código Civil no resultaba aplicable. Aclara que 
ello es así en la medida que se equivoca también el 
tribunal al ponderar que la acción entablada era la de 
vicios redhibitorios. Pues, en rigor, se accionó con 
sustento en una relación contractual con el fin de obtener 
el resarcimiento de los daños irrogados al matrimonio 
Savid, con causa en la utilización de un material 
defectuoso, que claramente trasciende el valor de los 
elementos adquiridos (fs. 1097/vta.). 

 Por lo demás -sostiene- de seguirse otras 
interpretaciones doctrinarias que fueran oportunamente 
expuestas en la expresión de agravios, pudo eventualmente 
apreciarse la cuestión desde la órbita extracontractual 
-art. 1113, Código Civil-, con fundamento en la 
responsabilidad del dueño o guardián por los daños causados 
por las cosas de las que se sirve, lo que demostraría en 
consecuencia el desatino de la citas legales efectuadas 
(fs. 1097 vta./1098 vta.). 

 d. Finalmente denuncia que la Cámara 
incurrió en la preterición de tratar una cuestión esencial 
llevada a su conocimiento en la expresión de agravios, 
referida a la falta de una adecuada ponderación de la 
actuación del doctor Trotta con posterioridad al dictado 



del fallo condenatorio, quien omitió impulsar la ejecución 
de la sentencia contra el único condenado y ni siquiera 
requirió las medidas necesarias para resguardar los 
intereses confiados por los actores, permitiendo que el 
arquitecto demandado se desprendiera de bienes (fs. 1098 
vta. y su remisión a fs. 1056 vta./1059) y señala que nada 
se dijo en el pronunciamiento sobre esta cuestión central 
que configuraría la negligente actuación del demandado, a 
excepción -destaca- de una mención donde se precisa que 
tales demoras no son atribuibles al letrado patrocinante si 
no se acreditaba que la parte mantenía un contacto con éste 
(fs. 1099). 

 III. El recurso no prospera. 
 1. De la simple lectura del escrito 

recursivo se advierte el inadecuado ataque al 
pronunciamiento de la instancia. En el sub examine, las 
críticas que se alzan para cuestionar el aserto de la 
Cámara, según el cual el daño no había sido acreditado, no 
pasan de ser la particular visión del impugnante. 

 2. Como quedara expuesto al sintetizar las 
razones vertidas por la alzada para desestimar la demanda, 
junto a la inexistencia de un accionar culposo atribuible 
al letrado, se tuvo por no demostrado el perjuicio 
supuestamente padecido por los actores. 

 Se reparó, por una parte, en la falta de 



prueba suficiente que evidenciara agotada la posibilidad de 
ejecutar la sentencia contra el arquitecto Alemán y, por 
otra parte, que les resultara imposible promover acciones 
indemnizatorias contra el fabricante de los materiales 
defectuosos al momento de deducir la pretensión 
resarcitoria incoada contra el doctor Trotta (fs. 1078 
vta./1079). 

 A la formulación alcanzada por el tribunal, 
el impugnante opone una serie de afirmaciones que se 
desentienden de la línea argumental que pretende criticar. 

 Así, sostiene que el daño es tan evidente 
que no requiere prueba (sic), que de tener tres posibles 
responsables solidarios se pasó a tener sólo uno, e 
insolvente y que las perspectivas de cobro se hubieran 
acrecentado considerablemente si se condenaba directamente 
a "Concreto Celular S.A." y "Cemento San Martín S.A.". 

 i. Tales aseveraciones no resultan 
suficientes para revertir lo decidido, pues no rebaten 
concretamente la fundamentación plasmada en el decisorio, 
más allá del grado de acierto o error que el mismo pueda 
portar. En suma, sus manifestaciones reflejan la mera 
discrepancia interpretati-va en punto a la valoración de 
las circunstancias de la causa, pero sin exponer -como era 
su carga- el absurdo que denuncia (conf. doct. art. 279, 
C.P.C.C.). 



 Tiene dicho esta Corte que es ineficaz el 
recurso de inaplicabilidad de ley que no impugna 
idóneamente las conclusiones de la sentencia que recurre, 
brindando motivaciones jurídicas paralelas a las del fallo 
y dejando incólumes aquéllas en las que éste se asiente; 
sin ser una réplica frontal y contundente demostrativa del 
agravio denunciado (conf. Ac. 82.713, sent. del 12-XI-2003; 
Ac. 88.695, sent. del 22-III-2006) como acontece en la 
especie. 

 Por otro lado, el absurdo se configura 
cuando existe en el fallo impugnado un desvío notorio, 
patente o palmario de las leyes de la lógica o grosera 
desinterpretación material de alguna prueba, no 
constituyéndolo las conclusiones objetables, discutibles o 
poco convincentes (conf. C. 105.039, sent. del 16-XII-2009; 
C. 97.205, sent. del 3-III-2010). Por lo demás, tal vicio 
debe ser idóneamente puesto de manifiesto por quien lo 
alega (conf. C. 100.909, sent. del 17-XII-2008; C. 92.961, 
sent. del 11-III-2009), no pudiendo esta instancia 
extraordinaria suplir los defectos que porte el recurso en 
este sentido (doct. art. 279 cit.). 

 ii. En consecuencia, la insuficiencia 
recursiva señalada, deja incólume la decisión impugnada por 
falta de cuestionamiento idóneo de los conceptos sobre los 
que la misma se asienta (doct. C. 99.773, sent. del 18-III-



2009; C. 102.702, sent. del 18-XI-2009; entre otras) y 
sella adversamente la suerte del presente recurso. 

 En efecto, si como acontece en el sub 
discussio los reclamantes no demuestran fehacientemente el 
absurdo denunciado con respecto a la falta de concurrencia 
de uno de los presupuestos de la responsabilidad civil, en 
el caso el daño, ello hace innecesario expedirse sobre los 
restantes agravios que se vierten en torno a la negligencia 
en que habría incurrido el letrado, pues lo que se diga 
resultaría abstracto, impropio de un pronunciamiento 
judicial (conf. Ac. 93.002, sent. del 6-VI-2007 y sus 
citas). 

 3. Finalmente, se advierte la improcedencia 
de la alegación de omisión de una cuestión esencial (fs. 
1098 vta.), en tanto dicha infracción resulta ajena por su 
naturaleza al ámbito de este remedio, debiendo ser 
denunciada, eventualmente, por vía del recurso 
extraordinario de nulidad (conf. Ac. 91.803, sent. del 15-
III-2006; C. 98.182, sent. del 10-XII-2008). 

 IV. Siendo suficiente lo expuesto, no 
habiéndose acreditado -por quien tenía la carga de hacerlo- 
las infracciones legales y el absurdo denunciados (art. 279 
cit.), voto por la negativa. 

 Los señores jueces doctores Genoud, Soria y 
Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor 



Negri, votaron la cuestión planteada también por la 
negativa. 

 Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la 
siguiente 

S E N T E N C I A 
 Por lo expuesto en el acuerdo que antecede 

se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de 
ley interpuesto; con costas (arts. 68 y 289, C.P.C.C.). 

 Notifíquese y devuélvase.  
 
 
 
 
 HECTOR NEGRI 
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